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Resolución "POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UN RECURSO DE APELACIÓN DENTRO DEL 
EXPEDIENTE 17607/2018" 

A los (28) días de octubre de 2019, la Dirección de Investigaciones Administrativas al Tránsito y 
Transporte de la Secretaría Distrital de Movilidad en uso de sus facultades legales señaladas en el 
literal b del artículo 17 del Decreto 567 de 2006 y en aplicación al artículo 69 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo procede a notificar el siguiente 
acto administrativo: 

ADVERTENCIA 

Ante la imposibilidad de efectuar la notificación personal prevista en el artículo 67 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se publica el presente aviso por un término 
de CINCO (5) DÍAS HABILES CONTADOS A PARTIR DEL 28 de octubre de 2019  en la página web www. movilidad bogota.gov. co 	/dirección 	de 	procesos 	administrativos (http://www.movilidadbogota.gov.co/web/apelacion  de procesos contravencionales). 

El acto administrativo aquí relacionado, del cual se acompaña copia íntegra, se considera legalmente 
NOTIFICADO al finalizar el día siguiente al RETIRO del presente aviso, advirtiendo que contra la 
presente resolución NO procede recurso alguno.  

ANEXO: Se adjunta a este aviso, copia íntegra del Acto Administrativo proferido dentro del expediente 
17607/2018. 

CERTIFICO QUE EL PRESENTE AVISO SE FIJA Y SE PUBLICA EN LA PÁGINA DE INTERNET HOY 28/10/2019 A LAS 7:00 A.M. POR EL TÉRMINO DE CINCO DÍAS HÁBILES. 

FIRMA RESPONSABLE DE FIJACIÓN: 

CERTIFICO QUE EL PRESENTE AVISO SE RETIRA HOY 01/11/2019 A LAS 4:30 P.M. 

FIRMA RESPONSABLE DESFIJACIÓN: 
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RESOLUCIÓN N° 	 POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UN RECURSO DE 
APELACION INTERPUESTO DENTRO DEL EXPEDIENTE 17607 DE 2018. 

LA DIRECCIÓN DE INVESTIGACIONES ADMINISTRATIVAS AL TRANSITO Y TRANSPORTE DE LA 
SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD, según lo dispuesto en los numerales 3,4 y 5 del artículo 29 del 
Decreto 672 de 2.018 expedido por el Alcalde Mayor de Bogotá D. C., procede a pronunciarse del presente 
recurso, previos los siguientes: 

I. ANTECEDENTES 

1. Mediante Resolución N° 17607 del 09 de noviembre de 2018, la autoridad administrativa de tránsito de la 
Secretaría Distrital de Movilidad declaró reincidente al señor JAIRO ALBERTO SALAZAR TORRES, 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.023.877.336 por cometer más de una falta a las normas de 
tránsito en un período de seis (6) meses, en tal virtud, ordenó la suspensión de las licencias de conducción 
que se encontraran registradas a nombre del infractor en el sistema RUNT, así como la actividad de conducir 
por el término de SEIS (6) MESES; el anterior acto administrativo fue notificado personalmente el 25 de 
febrero de 2019. 

2. El 25 de febrero de 2019, estando dentro de la oportunidad procesal para ello, el señor JAIRO ALBERTO 
SALAZAR TORRES, con escrito recibido bajo el radicado SDM: 58001, presentó los recursos de reposición 
y apelación en contra de la Resolución 17607 del 09 de noviembre de 2018. 

3. Mediante Resolución del 02 de mayo de 2019 el a-quo confirmó la providencia recurrida y concedió el 
recurso de apelación ante esta instancia, dicho acto administrativo fue comunicado al ciudadano mediante 
oficio SDM-SC- 56239-2019 del 02 de mayo de 2019. 

4.EI 9 de julio de 2019, la Subdirección de Contravenciones de Tránsito, con oficio SDM-SC-144257-2019, 
remitió el Expediente N° 17607 a esta Dirección para lo de su competencia. 

II. ARGUMENTOS DEL RECURRENTE 

Inconforme con la determinación impartida por la Autoridad de Tránsito de primera instancia, el señor JAIRO 
ALBERTO SALAZAR TORRES, interpuso en su contra el recurso reposición en subsidio de apelación, 
solicitando en primera instancia revocar la resolución atacada por cuanto las razones que tuvo el despacho 
para declararlo contraventor reincidente de acuerdo a lo establecido en el artículo 124 del CNTT, el 
recurrente considera que la autoridad de transito no analizo lo favorable y desfavorable respecto de la 
ordenes de comparendo alegando que son diferentes y por consiguiente no se aplicaría la reincidencia y 
fundamenta su recurso basándose en la aplicación al artículo 158 del C.N.T. PROCEDIMIENTO, aplicación 
de los principio de buena fe y la confianza legítima y del derecho constitucional del artículo 24, 25 y 26. 

III. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 

El Despacho procede a evaluar los argumentos presentados en el recurso de apelación por el señor JAIRO 
ALBERTO SALAZAR TORRES, frente a la decisión de primera instancia que lo declaró reincidente con 
fundamento en el artículo 124 de la Ley 769 de 2002. 

3.1. Diferencias entre el proceso contravencional y la aplicación de la reincidencia. 

Manifestó el recurrente que la Autoridad de Transito no analizó lo favorable y desfavorable respecto a la 
infracción codificada con el código C31 en relación a la segunda infracción bajo la codificación C32, al 
respecto considera el despacho que es pertinente y necesario precisar que el proceso contravencional y la 
actuación administrativa adelantada con ocasión de la Reincidencia, son dos procedimientos diferentes: 
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RESOLUCIÓN N° 	 POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UN RECURSO DE 
APELACION INTERPUESTO DENTRO DEL EXPEDIENTE 17607 DE 2018. 

A. El proceso contravencional, es aquel que se adelanta en virtud de la imposición de un comparendo, 
reglado por el artículo 136 de la Ley 769 de 2002, citado en precedencia, que establece el procedimiento 
que se debe seguir ante la imposición de un comparendos, contando el presunto infractor con las siguientes 
alternativas: 

1. Acudir ante la Autoridad de Tránsito, en audiencia pública, para manifestar las razones de su 
inconformidad, allegando y/o solicitando las pruebas que estime útiles, pertinentes y conducentes para 
desvirtuar el contenido de la orden de comparendo; lo anterior para significar que la etapa de audiencia 
pública es la oportunidad que tiene el administrado para explicar las circunstancias que rodearon la 
imposición del comparendo, propiciar el respectivo debate probatorio y solicitar a la Autoridad de Tránsito, 
si a ello hubiere lugar, la exoneración de la sanción2, alternativa por la cual no optó el sancionado en el caso 
bajo estudio. 

2. Aceptar la comisión de la infracción y pagar en valor de las multas en los términos establecidos en el 
artículo 136 de la Ley 769 de 2002, modificado por el artículo por el artículo 24 de la Ley 1383 de 2010, que 
a su vez fue modificado por el artículo 205 del Decreto Nacional 019 de 2012. 

B. La actuación administrativa adelantada con ocasión de la reincidencia, por su parte, se surte por una 
cuerda procesal diferente, cual es aquella de que trata el artículo 124 de la Ley 769 de 2002, precepto que 
permite al investigado solicitar y/o aportar pruebas encaminadas a demostrar que NO ha incurrido en la 
comisión de más de una infracción a la norma de tránsito en un periodo de seis (6) meses, siendo éste el 
objeto de la actuación administrativa adelantada con ocasión de la reincidencia. 

Con lo anterior, es claro que la reincidencia no es el proceso para controvertir hechos que debieron debatirse 
en el proceso contravencional, como es lo que ahora pretende alegar el apelante respecto de los 
comparendos que le fueron impuestos en un período de seis (6) meses, toda vez que el legislador estableció 
una oportunidad procesal para impugnar la orden de comparendo impuesta por los agentes operativos de 
control, la cual está prevista en el artículo 136 de la Ley 769 de 2002, siendo otra la cuerda procesal por la 
cual se adelantan las investigaciones administrativas por la figura de la reincidencia. 

Adicionalmente, resulta oportuno indicar que, consultadas las órdenes de comparendo que dieron origen a 
la presente actuación en el sistema SICON PLUS de esta Secretaría, se observó que se encuentra en estado 
CANCELADO y FINANCIADO, las ordenes de comparendo, lo cual implica la ACEPTACIÓN DE LA 
COMISIÓN DE LA INFRACCIÓN por la investigada, de acuerdo con el artículo 136 del Código Nacional de 
Tránsito, por lo cual la administración de manera tácita entiende que el conductor y/o propietario del vehículo, 
ha asumido ser responsable de la infracción que se le atribuye, según se evidencia en la siguiente imagen: 

ilinGlibinnnnnle21402 	11 In231173A10.20 15.522 H125/2018 !PLY 	!Mala  
' 

i1lOOICIM1f222371 	102387733111RO11211 01/25/2018 	 [ 

Es de destacar que, la recurrente al haber cancelado las órdenes de comparendo aceptó de forma tácita la 
comisión de las infracciones allí establecidas. Recuérdese que el término "aceptación", representa 
sencillamente una "aprobación", de tal manera que, en el lenguaje jurídico, es muy común esta palabra, 

Comparendo: Orden formal de notificación para que el presunto contraventor o implicado se presente ante la autoridad de tránsito por la comisión de una infracción. 
(art.2 Ley 769 de 2002) 
2  Ministerio de Transporte radicado N° 20101340408571 
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sobre todo, cuando se hace relación al consentimiento que hace una parte o las partes dentro de un contrato 
o acuerdo sobre uno o varios elementos propuestos. 

En cuanto a la expresión, "Tácita", la Real Academia Española trae como significado de esta, lo siguiente: 

1. adj. Callado, silencioso. 

2. adj. Que no se entiende, percibe, oye o dice formalmente, sino que se supone e infiere. 

Así, la cancelación por parte del recurrente de las ordenes de comparendo antes reseñadas, de manera 
libre y voluntaria, redunda en la aceptación de dicho ciudadano de su responsabilidad frente a las 
infracciones en ellas señaladas. Téngase en cuenta que los términos utilizados en la norma, aluden a un 
procedimiento en el marco del cual se han establecido dos escenarios diferentes: uno, en cuanto a la 
aceptación de la conducta objeto de sanción, la cual es clara y no deja duda en cuanto a su interpretación, 
como se extrae de la lectura del artículo 136 de la Ley 769 de 2002, que trae consigo la expresión "si el 
inculpado acepta la comisión de la infracción"; y otro, en cuanto al rechazo de la conducta, advirtiendo que 
el citado artículo también consagra esta alternativa, situaciones estas que conllevan que cuando a un actor 
vial (conductor, pasajero, peatón) le sea impuesta una orden de comparendo, éste podrá escoger cualquiera 
de los caminos señalados en la norma, cancelando la multa respectiva o acudiendo ante la autoridad de 
tránsito para iniciar el respectivo proceso contravencional. 

Téngase en cuenta que los términos que ha utilizado el legislador en la composición de la norma, hacen 
alusión a la explicación de un procedimiento como tal, donde ha establecido dos (2) escenarios totalmente 
distintos, uno en cuanto a la aceptación de la conducta objeto de sanción, la cual es muy clara y no deja 
duda alguna en cuanto a su interpretación, tan así que hasta el mismo artículo 136 de la Ley 769 de 2002 
trae consigo la expresión "si el inculpado acepta la comisión de la infracción, (...)"; como el rechazo de dicha 
conducta, advirtiendo que el citado artículo también consagra esta opción, situaciones las que conllevan a 
que cuando un actor vial (Conductor, pasajero, peatón) le sea impuesto una orden de comparendo, este en 
virtud de lo consagrado en la ley, podrá escoger cualquiera de los medios existentes para cancelar la orden 
de comparendo en caso de aceptación o iniciar una actuación administrativa cuando no. 

Por lo descrito, la mera imposición de la orden de comparendo no es la causa de la actuación que nos 
ocupa. Como se advirtió, es la declaratoria de responsabilidad contravencional del señor JAIRO ALBERTO 
SALAZAR TORRES, con ocasión de la imposición de los comparendos, lo que le permite a la administración 
endilgarle responsabilidad en la comisión reiterada de infracciones a las normas de tránsito. 

3.2. De la inaplicabilidad de la reincidencia por diferente infracción. 

Alega el recurrente en su escrito la sanción impuesta por reincidencia no se aplica en su caso, puesto que 
se trata de infracciones diferentes. 

El hecho que las infracciones de tránsito origen del presente averiguatorio sean distintas, no significa que 
no se haya configurado la reincidencia, siendo pertinente aclarar que efectivamente el numeral 4° del artículo 
26 de la Ley 769 de 2002 -CNTT-, antes de ser modificada por la Ley 1383 de 2010 que estuvo vigente 
hasta 15 de marzo de 2010, establecía como causal de suspensión de licencia de conducción lo siguiente, 
a saber: 

"(...) 4. Por reincidir en la violación de la misma norma de tránsito en un período no superior a un año. En este caso 

la suspensión de la licencia será por seis meses. (...)" 

Sin embargo, con la entrada en vigencia de la mencionada norma modificatoria esto es 16 de marzo de 
2010, dicha causal no fue incluida en el artículo ya plurimentado,  pero esto no significa que aquella 
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haya sido suprimida del marco jurídico contravencional, toda vez y como se puede apreciar a continuación, 
la misma siempre ha sido contemplada en el artículo 124 del Código Nacional de Tránsito y Transporte —
Ley 769 de 2002, en los siguientes términos: 

'Articulo 124. Reincidencia. En caso de reincidencia se suspenderá la licencia de conducción por un término de seis 
meses, en caso de una nueva reincidencia se doblará la sanción. 

Parágrafo. Se considera reincidencia el haber cometido más de una falta a las normas de tránsito en un periodo 
de seis meses." (Resaltado fuera de texto) 

De la lectura del artículo en cita, se pueden extraer de manera diáfana el supuesto de hecho y la 
consecuencia jurídica de la conducta allí contemplada. 

Frente al lapso de seis (06) meses establecidos en el artículo 124 de la Ley 769 de 2002, este Despacho 
encuentra que las ordenes de comparendo N° 16222371 y 16214102 fueron impuestas el 25/01/2018, 
ajustándose al elemento temporal contenido en la Ley; el legislador fue muy claro al prever la comisión de 
más de una falta a las normas de tránsito, en este caso, dos infracciones las cuales se cometieron dentro 
del tiempo previsto por la norma en cita, configurándose así el segundo precepto exigido por la normatividad, 
y en ningún caso la disposición dispuso que debía ser por la misma codificación, encontrándose errado el 
argumento del apelante. 

Así las cosas, la sanción endilgada al RECURRENTE se encuentra debidamente tipificada en el artículo 124 
de la ley 769 de 2002, tal y como se indicó en párrafo anteriores, pues es claro para este Despacho que el 
señor apelante cometió dos (2) infracciones de tránsito en un periodo inferior a 6 meses configurándose de 
esta manera la reincidencia, por tal motivo se le suspenderá la licencia de conducción y las demás que estén 
registradas en el RUNT por el termino de 6 meses. Por lo tanto, dicho argumento no tendrá vocación de 
prosperidad. 

3.3. De la aplicación del artículo 158 

Resulta del caso delimitar que, a juicio del recurrente, la presente actuación adolece de la aplicación de las 
etapas establecidas en artículo 158 del CNTT. De tal suerte que, este censor hará el estudio correspondiente 
indicando que, en efecto anteriormente se venía agotando el procedimiento de que trata el artículo 158 de 
la Ley 769 de 2002, pero que, a la fecha la administración modificó el procedimiento a efectos de aplicar la 
consecuencia jurídica de la reincidencia en las infracciones a saber: 

La estructura de las normas jurídicas, de manera clásica, ha sido descrita como la cohesión de dos 
elementos fundamentales consistentes en el supuesto de hecho y su consecuencia jurídica. Dicho 
supuesto de hecho corresponde a la enunciación o descripción fáctica sobre la cual tiene injerencia dicha 
norma. De otro lado, la consecuencia jurídica corresponde al resultado o efecto que traerá el incurrir o 
realizar el supuesto de hecho. 

El Código Civil en su artículo 6° prescribe: 

"...ARTICULO 6o. La sanción legal no es sólo la pena sino también la recompensa; es el bien o el mal que se deriva como 
consecuencia del cumplimiento de sus mandatos o de la transgresión de sus prohibiciones..." 

Corolario de lo anterior, se tiene que la consecuencia jurídica corresponde a la sanción legal concebida 
como la recompensa o la pena que deviene de cumplir los mandatos legales o incurrir en sus prohibiciones. 
El ya acotado artículo 124 de la Ley 769 de 2002 descrito en párrafo precedente 
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Supuesto de Hecho: incurrir en más de una falta de tránsito en un lapso de seis (6) meses. 

Consecuencia Jurídica: suspensión de la licencia de conducción por seis meses o un año. 

Así, el Legislador para el caso de la reincidencia no hizo referencia a un elemento subjetivo del 
agente (conductor), el único juicio de reproche corresponde a la comisión reiterada (más de una vez 
en seis meses) de infracciones a las normas de tránsito. 

La reincidencia es una especie de las circunstancias modificativas agravantes de responsabilidad, prevista 
en algunos ordenamientos penales y, más ampliamente, en algunos ordenamientos sancionatorios, en 
virtud de la cual se agrava la sanción impuesta al infractor cuando ha sido sancionado anteriormente por la 
comisión de otras infracciones3  

Cabe señalar que, como se anotó, la reincidencia es una circunstancia agravante de la responsabilidad 
sancionatoria y, por tanto, de la sanción imponible, cuando el investigado comete 
repetidamente infracciones, en las condiciones dispuestas por el legislador. Con un criterio de razonabilidad, 
dicha agravación es gradual, y puede ser cuantitativa, cuando se impone la misma sanción en una magnitud 
mayor, o cualitativa, cuando se impone otra consecuencia jurídica.  En este orden de ideas, la repetición 
de infracciones leves, que individualmente darían lugar a la imposición de sanciones también leves, puede 
válidamente originar la imposición de una sanción distinta, más grave, sin que ello sea contrario a los 
principios y valores constitucionales, como ocurre en la situación que se examina, en la cual por la reiteración 
de conductas sancionables con multa se impone la sanción de suspensión de la inscripción de contador 
público4  (Resalta y subraya fuera del texto original). 

La culpabilidad en la reincidencia no se ubica en la infracción actual, sino en la conducta anterior del 
autor: es culpabilidad de autor y no de acto, pues el individuo habría podido evitar con mayor esfuerzo 
personal, recaer en la prohibición y dejar que se formase en él la inclinación al delito 

En consonancia, dentro de esta actuación no existe juicio de reproche de manera subjetiva, dicha 
situación fue el objeto de la investigación contravencional de cada uno de las ordenes de comparendo que 
produjeron el inicio de esta actuación por reincidencia, luego, al imponer los seis (6) meses de suspensión 
de las licencias de conducción y de la actividad de la conducción del señor JAIRO ALBERTO SALAZAR 
TORRES, el operador de primera instancia única y exclusivamente atribuyó la consecuencia jurídica 
al actuar que se encuentra plenamente demostrado dentro del plenario. Es por ello que, el fallo 
recurrido carece de cualquier enjuiciamiento subjetivo (culpabilidad) sobre la conducta que desplegó el 
conductor, es decir, no fue materia de investigación los motivos o circunstancias que llevaron al sancionado 
a incurrir en más de una infracción en seis meses. 

Por lo descrito, existe una razón constitucionalmente válida que impuso a la Administración el deber de 
modificar el procedimiento a utilizar para aplicar la consecuencia jurídica de la reincidencia en las 
infracciones de tránsito, referente precisamente a la naturaleza de dicha institución jurídica, como quiera 
que, no es del caso acudir al procedimiento del artículo 158 de la Ley 769 de 2002 (CNTT) cuando en la 
aplicación de la reincidencia no se realiza juicio de culpabilidad, considerando que el mismo fue realizado 

Sentencia C-077106 del ocho (8) de febrero de dos mil seis (2006), M.P. Jaime Araujo Rentería 
4  Ibídem 

5  Derecho comparado "Tratamiento de la reincidencia y la habitualidad en la Jurisprudencia Nacional", Autora Natalia Acosta Casco, Montevideo, 25 de octubre de 
2002 
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dentro de cada audiencia de impugnación en la cual se resolvió declarar contraventor de las normas de 
tránsito al hoy declarado reincidente. 

3.4. De la restricción a la libre circulación 

Argumentó la parte impugnante que la primera instancia no hizo un análisis juicioso y detallado antes de 
proferir la decisión que lo sancionó y le restringió el derecho a la libre circulación consagrado en el artículo 
24 de la Constitución Política, para dar claridad a continuación se describirá el artículo referenciado de la 
siguiente manera: 

...) Artículo 24. Todo colombiano, con las limitaciones que establezca la ley,  tiene derecho a circular libremente por 

el territorio nacional, a entrar y salir de él, y a permanecer y residenciarse en Colombia (...)" (Negrilla y subrayado fuera 
de texto) 

Concordante con lo anterior, es importante señalar que el ciudadano, así como tiene derechos, tiene 
obligaciones que cumplir frente a la sociedad, afirmación que se encuentra plasmada en el inciso 2° del 
artículo cuarto de la Constitución Política Colombiana así: 

"Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a 

las autoridades". 

Sobre este punto, mediante Sentencia T-125 de 1994, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz, la Corte 
Constitucional ha indicado: 

"La concepción social del estado de derecho, fundado en la solidaridad, la dignidad, el trabajo y la prevalencia del interés 

general (Art. 1 C. P.), se traduce en la vigencia inmediata de los derechos fundamentales; pero también en la sanción 
constitucional al incumplimiento de los deberes constitucionales. El artículo 1 de la Constitución erige la solidaridad 

en fundamento de la organización estatal. Los nacionales y extranjeros tienen el deber de acatar la Constitución y la Ley, 

y son responsables por su infracción (arts. 4 y 6 C.P.) de esta forma, los deberes consagrados en la Carta política han 

dejado de ser un desiderátum del buen pater familias, para convertirse en imperativos que vinculan directamente a los 

particulares y de cuyo cumplimiento depende la convivencia política". (Negrilla ajena al texto). 

Así mismo, sostiene la Corte que "los deberes constitucionales son aquellas conductas o comportamientos 
de carácter público, exigibles por la Ley a la persona o al ciudadano, que imponen prestaciones físicas o 
económicas y que afectan, en consecuencia, la esfera de su libertad personal. Las restricciones a la 
libertad general sólo pueden estar motivadas por fundadas razones que determine el legislador. En 
este sentido, los deberes consagrados en la Constitución comprenden una habilitación al legislador 
para desarrollar y concretar la sanción por el incumplimiento de los parámetros básicos de la 
conducta social fijados por el constituyente". (Negrilla fuera de texto). 

Igualmente, el artículo 55 de la Ley 769 de 2002, contenido en el CAPITULO I "Reglas generales y educación 

en el tránsito" del TITULO III: "Normas de Comportamiento"; en cuanto a lo siguiente: "Artículo 55. 
COMPORTAMIENTO DEL CONDUCTOR, PASAJERO O PEATÓN. Toda persona que tome parte en el tránsito como 
conductor,  pasajero o peatón, debe comportarse en forma que no obstaculice, perjudique o ponga en riesgo a las demás y debe 
conocer y cumplir las normas y señales de tránsito  que le sean aplicables, así como obedecer las indicaciones que les den 

las autoridades de tránsito." (Acentuado fuera del texto). 

Conforme a lo expuesto no queda duda de la falta de acatamiento de lo normado en la Constitución y la Ley 
por parte del señor JAIRO ALBERTO SALAZAR TORRES, toda vez que en ambas expresa claramente el 
comportamiento y la exigencia de conocer y cumplir las normas de tránsito para que pueda circular 
libremente; sin que con la decisión del a quo restrinja el derecho constitucional del artículo 24, pues como 
quedó evidenciado las infracciones cometidas fueron en un lapso no superior a seis (6) meses; este patrón 
de conducta se pretende disuadir a través de decisiones como la acá impugnada, en donde la autoridad 
administrativa de tránsito de la Secretaría Distrital de Movilidad, declaró reincidente a la apelante, y como 
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consecuencia de ello suspendió la actividad de conducir y las licencias de conducción por el término de seis 
(6) meses, por tanto, no tiene vocación de prosperidad el argumento expuesto por la parte actora. 

3.5. De los Principios Generales del Derecho, Principio de Buena Fe y la Confianza Legítima. 

Como fundamento del derecho de defensa y contradicción del accionante, dentro del recurso trajo a colación 
apartes de jurisprudencias de la Corte Constitucional, relativos a la figura jurídica de la costumbre, los 
principios generales del derecho, el derecho al trabajo, y los principios de confianza legítima y de buena fe, 
los cuales según el parecer del recurrente se deberán tener en cuenta al momento de desatar el recurso de 
alzada. 

Es por ello que este Censor considera necesario hacer una breve referencia a estos, y de otra parte, el 
operador jurídico no requería para fundar su decisión acudir a los principios generales extra-sistemáticos a 
los que el propio sistema refiere formalmente V.gr.: el derecho natural, la equidad, los "principios generales 
del derecho", expresiones todas que claman por una concreción material que sólo el juez puede y debe 
llevar a términos cuando los elementos contingentes del derecho positivo se le han agotado sin encontrar en 
ellos respaldo para su decisión7, caso que no aplica en el sub lite por cuanto el a quo contaba con suficiente 
fundamento normativo sobre los cuales edificar su decisión que para el caso se traduce en la Ley 769 de 
2002, ley especial. 

Por otro lado, referente a los principios de la buena fe y confianza legítima, es pertinente resaltar que la 
Corte Constitucional a través de la Sentencia C-1194 de 03 de diciembre de 2008, con Magistrado Ponente 
Rodrigo Escobar Gil, definió el principio de la buena fe como: 

"aquel que exige a los particulares y a las autoridades públicas ajustar sus comportamientos a una conducta honesta, leal 
y conforme con las actuaciones que podrían esperarse de una "persona correcta (vir bonus)". Así la buena fe presupone 
la existencia de relaciones reciprocas con trascendencia jurídica, y se refiere a la "confianza, seguridad y credibilidad que 
otorga la palabra dada" 

Así mismo el de confianza legítima, esta vez en la Sentencia C-131 de 19 de febrero 2004 con ponencia de 
la Doctora Clara Inés Vargas Hernández, fue considerado por la Corte constitucional, así: 

"el principio de confianza legítima es un corolario de aquel de la buena fe y consiste en que el Estado no puede alterar, 
de manera súbita, unas reglas de juego que regulaban sus relaciones con los particulares, sin que les otorgue a estos 
últimos un período de transición para que ajusten su comportamiento a una nueva situación jurídica". 

Ahora bien, en el curso de esta discusión en cuanto a la confianza legítima, se aclara que bajo el supuesto 
de que el recurrente, desconociera las consecuencias de su comportamiento al vulnerar en varias ocasiones 
la normatividad de tránsito, el Artículo 9° del Código Civil contempla el principio según el cual, la ignorancia 
de las leyes no puede proponerse como excusa. 

Es preciso establecer que la Constitución Política, estipula en el Artículo 4°, que tanto los nacionales como 
los extranjeros en Colombia deberán acatar la Constitución y las leyes, a saber: 

"ARTICULO 4. La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u 
otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales. 

Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a 
las autoridades". 

6  Sentencia C-083 de 1995-Corte Constitucional 
Ibidem 
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Y en ese sentido la Corte Constitucional en Sentencia la Sentencia C-651 del 3 de diciembre de 1997, con 
ponencia del Magistrado Carlos Gaviria Díaz, encontró la disposición del Código Civil apegada a la 
Constitución Política y especialmente no violatoria ni del debido proceso, ni de la presunción de buena fe, 
así: 

El recuso epistémico utilizado por el legislador es más bien la ficción, de uso frecuente y obligado en el derecho, y que en 

el caso especifico que ocupa ala Corte puede expresarse de este modo: es necesario exigir de cada uno de los miembros 
de la comunidad que se comporte como si conociera las leves que tienen que ver con su conducta. La obediencia al 

derecho no puede dejarse a merced de la voluntad de cada uno. pues si así ocurriera. al  mínimo de orden que es 

presupuesto de la convivencia comunitaria, se sustituiría la anarquía que la imposibilita. (...) sirve más bien de fundamento 
al imperativo que él contiene, así como el artículo 95 que establece de modo terminante: "Toda persona está obligada a 
cumplir la Constitución v las leves", constituyen sólido fundamento de la disposición acusada que, por los motivos 
consignados, debe ser declarada conforme a la Constitución. 

(—) 

Ahora bien: el artículo 9 demandado no releva de esa prueba. Lo que establece es algo bien distinto: que si a una persona 
se le atribuye una conducta ilícita y se prueba que en realidad la observó, no es admisible la excusa de que ignoraba la 
norma que hace ilícita la conducta. Cosa bien distinta es que el agente haya incurrido en la hipótesis de la conducta ilícita 
sin que le haya sido dado evitarla (conozca o no la norma que contempla el supuesto). Se trataría allí de un caso fortuito 

o de una fuerza mayor, perfectamente diferenciables de la ignorancia de la ley, y con efectos jurídicos significativamente 

distintos. 

(—) 

Por tanto, es pertinente, con respecto a ella, el argumento anteriormente expuesto, a saber: que si alguien aduce que 

ignoraba que su conducta torticera fuera censurada por el derecho, la eficacia de tal argumento está jurídicamente 

descartada. (subrayas fuera de texto) 

Así mismo esa corporación en Sentencia T-489 de 2004 Magistrado Ponente Eduardo Montealegre Lynett, 
se refirió a dicho principio en los siguientes términos: 

"(...) la ignorancia de la ley no puede ser admitida como justificación para el incumplimiento de los deberes 
constitucionales y legales de los ciudadanos, quienes no pueden argüir en forma razonable su falta de 
conocimiento en materias específicas para deducir de allí una imposibilidad del ejercicio de sus deberes  
esenciales y, con ello, pretender que sean relevados de su cumplimiento.  

Así como el Estado tiene obligaciones para con todas las personas, uno de ellos facilitar el acceso a la administración de 

justicia (C.P. 229), estas a su vez tienen un deber correlativo de cumplir la Constitución y las leyes, y colaborar 
para el buen funcionamiento de la administración de justicia.  (C.P. art. 95-7)". 

El conocimiento de la ley es presupuesto de la organización estatal y, en principio, no tiene cabida el argumento  
de la ignorancia de la ley como excusa para el incumplimiento de los deberes que constitucionalmente 
corresponden a los administrados.  (...)" (Negrillas nuestras). 

Además, toma en consideración este Despacho que las sanciones que se imponen por concepto de la 
reincidencia, son con ocasión de la acumulación  en la vulneración de las normas de tránsito, y la sanción 
prevista para esta es exclusivamente la suspensión de la licencia de conducción, como consecuencia de su 
actitud de mayor desprecio o rebeldía frente a los bienes o valores jurídicos protegidos por el legislador en 
el Código Nacional de Tránsito; distintas estas a las sanciones que ya se habían impuesto al infractor en las 
ordenes de comparendo notificadas en vía. 

Por lo que ante la Confianza Legítima y la Buena Fe, este Despacho resalta que los citados principios no se 
han visto menoscabados, pues si algo está claro en ésta investigación administrativa es que la conducta 
acá investigada consiste en aplicar el parágrafo del Artículo 124 de la Ley 769 de 2002, y no otra; razón por 
la cual no serán admitidos los argumentos presentados por el impugnante, pues es deber de los particulares 
conocer y acatar las nomas, siendo responsables ante las autoridades por infringir las mismas de acuerdo 
a lo preceptuado en el Artículo 6 de nuestra Carta Política, y de igual manera para ejercer la actividad de 
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conducir debe tener conocimiento sobre las normas de tránsito, por lo que dicho argumento no lo exonera 
de responsabilidad ni tampoco está llamado a prosperar. 

3.6. Del derecho al trabajo y libre escogencia de profesión u oficio 

El apelante en su recurso solicita que se tenga en cuenta el artículo 25 y 26 de la Constitución Política 
Colombiana, con respecto al derecho fundamental del trabajo y a la libre escogencia de profesión u oficio. 

En cuanto al Derecho al trabajo, la Constitución plantea tres formulaciones de orden jurídico: la libertad de 
trabajo garantizado en el artículo 26, y el derecho al trabajo y la obligación social del trabajo. 

La libertad de trabajo consiste en la posibilidad reconocida a las personas de escoger profesión u oficio 
sin que nadie les pueda imponer una determinada profesión, un determinado oficio, una determinada 
ocupación. El derecho al trabajo es la posibilidad de ejercer una actividad que permita la manutención del 
individuo y la de su familia. Las condiciones de trabajo, las cláusulas del contrato laboral, no pueden ser 
degradantes para el individuo, deben propiciar y mantener su dignidad y deben ser justas especialmente en 
cuanto a su retribución y por último la obligación social del trabajo, que consiste en que, toda persona en 
edad y en condiciones de trabajar, debe hacerlo para aportar al desarrollo de esa sociedad a la que 
pertenece. 

Ahora bien, en ningún momento con la decisión recurrida se están vulnerando principios fundamentales 
como el Derecho al trabajo, como quiera que en ninguna parte de la presente investigación se le ha impedido 
el desarrollo de alguna actividad económica ni mucho menos se le ha negado el derecho al trabajo. Lo que 
aquí se ha adelantado es una investigación administrativa por haberse cometido más de una infracción a las 
normas de tránsito en un periodo tan corto como lo es el inferior a seis (06) meses, lo cual trae una 
consecuencia por su actuación, que para el presente caso se traduce en la suspensión de la licencia de 
conducción; sanción que se encuentra contemplada en la Ley. 

Reiterando lo señalado previamente, se precisa que el ciudadano, así como tiene derechos, tiene 
obligaciones que cumplir frente a la sociedad, afirmación que se encuentra plasmada en el inciso 2° del 
artículo cuarto de la Constitución Política Colombiana dispone: 

"Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer 
a las autoridades". 

Sobre este punto, mediante Sentencia T-125 de 1994, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz, la Corte 
Constitucional afirma que: 

"La concepción social del estado de derecho, fundado en la solidaridad, la dignidad, el trabajo y la prevalencia del interés 
general (Art.1 C.P.), se traduce en la vigencia inmediata de los derechos fundamentales; pero también en la sanción 
constitucional al incumplimiento de los deberes constitucionales. El artículo 1 de la Constitución erige la solidaridad 
en fundamento de la organización estatal. Los nacionales y extranjeros tienen el deber de acatar la Constitución y la Ley, 
y son responsables por su infracción (arts. 4 y 6 C.P.) de esta forma, los deberes consagrados en la Carta política han 
dejado de ser un desiderátum del buen pater familias, para convertirse en imperativos que vinculan directamente a los 
particulares y de cuyo cumplimiento depende la convivencia política". (Negrilla fuera de texto) 

Sostiene la Corte en la citada providencia: 

"(...) los deberes constitucionales son aquellas conductas o comportamientos de carácter público, exigibles por la Ley a 
la persona o al ciudadano, que imponen prestaciones físicas o económicas y que afectan, en consecuencia, la esfera de 
su libertad personal. Las restricciones a la libertad general sólo pueden estar motivadas por fundadas razones que 
determine el legislador. En este sentido, los deberes consagrados en la Constitución comprenden una habilitación al 
legislador para desarrollar y concretar la sanción por el incumplimiento de los parámetros básicos de la conducta social 
fijados por el constituyente (...)". 

ALCALDiA MAYOR 
DE BOGOTÁ D.C. 
0.,410. 40V1..0.0 



.\ 	2—  
'3 e 

ALCALOk ratema 
DE BOGOTÁ D.0  

 

RESOLUCIÓN N° 	 POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UN RECURSO DE 
APELACION INTERPUESTO DENTRO DEL EXPEDIENTE 17607 DE 2018. 

Aunado a lo antes mencionado, este Despacho resalta el concepto emitido por el Procurador General de la 
Nación en desarrollo de la Sentencia C-799/03, expedida por la Corte Constitucional, en donde indicó: 

"(...) La licencia de conducción es un permiso para desarrollar la actividad de conducción y que al infringir las normas que 

regulan dicha actividad es razonable que se revoque o suspenda el mencionado permiso... 

Por otro lado, en Sentencia C-408-04 la Corte Constitucional expuso: 

"Con ello tampoco se desconoce el derecho al trabajo, porque sencillamente quien aspire a ejercer dicho oficio, debe 
sujetarse a las exigencias que establece la ley para esa clase de actividad, pues está de por medio no sólo la seguridad 
de los usuarios del servicio en cuestión, sino la de peatones, ciclistas, motociclistas y en general quienes se desplacen 
por las calles y vías públicas. Así !as cosas, quien infrinja las disposiciones legales que en materia de conducción se 
imponen, se hará acreedora las sanciones que a! efecto establezca la ley. En esos eventos, como lo señala e! Procurador 
General, adquiere especial relevancia el derecho administrativo sancionador, como manifestación de la potestad punitiva 

del Estado, mediante el cual se potencia la regulación de la vida en sociedad en aras de mantener la convivencia pacífica 

y !a vigencia de un orden justo (CP. art. 2)." 

"Quien aspire a ejercer dicho oficio, debe sujetarse a las exigencias que establece la ley para esa clase de actividad, pues está 
de por medio no sólo la seguridad de los usuarios del servicio en cuestión, sino !a de peatones, ciclistas, motociclistas yen 
general quienes se desplacen por las calles y vías públicas. Asi las cosas, quien infrinja las disposiciones legales que en materia 
de conducción se imponen, se hará acreedora las sanciones que al efecto establezca la ley..." 

Como puede observarse, un presupuesto prima facie necesario para que proceda la protección, consiste en 
que la relación existente entre la Secretaría Distrital de Movilidad y el perjudicado sea de carácter laboral; 
en el caso precedente se puede evidenciar, que en ninguna de estas causales incurre la administración, 
pues entre la administración y el administrado no hay ningún tipo de relación laboral, lo que aquí se está 
adelantando es una investigación administrativa pertinente a demostrar la existencia de un caso de 
reincidencia por parte del citado infractor. 

La comisión de las infracciones involucradas en la presente investigación, tuvieron lugar previo al inicio de 
la presente actuación, las mismas se encuentran debidamente demostradas mediante las Resoluciones 
mencionadas y/o el financiamiento de las multas descritos en párrafos precedentes, por lo tanto, su 
argumento exculpatorio no está llamado a prosperar. 

En conclusión, al verificar la Resolución 17607 del 09 de noviembre de 2018, por medio de la cual se declaró 
reincidente al señor JAIRO ALBERTO SALAZAR TORRES, por la figura de reincidencia, se pudo establecer 
por parte de este operador jurídico, que la sanción impuesta consistente en la SUSPENSIÓN DE LA 
LICENCIA DE CONDUCCIÓN y la ACTIVIDAD DE CONDUCIR CUALQUIER VEHICULO AUTOMOTOR 
por el término de SEIS (6) MESES es una sanción dispuesta por el Código Nacional de Tránsito enmarcada 
dentro del artículo 29 de la Constitución Política, que dispone que nadie podrá ser juzgado sino conforme a 
las leyes preexistentes al acto que se imputa, rigiendo el principio de Legalidad de las sanciones, según el 
cual, las normas aplicables son las vigentes en la fecha en que se incurre en la conducta sancionable. 

En mérito de lo expuesto, la Dirección de Investigaciones Administrativas al Tránsito y Transporte de la 
Secretaría Distrital de Movilidad. 

RESUELVE: 

ARTICULO PRIMERO: CONFIRMAR en todas y cada una de sus partes la decisión proferida por la 
Autoridad de Tránsito, mediante la Resolución N° 17607 del 09 de noviembre de 2018 a través del cual el 
señor JAIRO ALBERTO SALAZAR TORRES, identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.023.877.336 fue 
declarado reincidente en la comisión de infracciones de tránsito e impuso la sanción de suspensión de las 
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licencias de conducción que aparezcan registradas en el RUNT y la prohibición de ejercer la actividad de 
conducir cualquier vehículo automotor, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este proveído. 

ARTICULO SEGUNDO: NOTIFICAR al señor JAIRO ALBERTO SALAZAR TORRES, el contenido de la 
presente resolución, conforme a lo dispuesto en los artículos 67 y S.S, de la Ley 1437 de 2011. 

ARTICULO TERCERO: Contra la presente providencia no procede recurso alguno y se entiende concluido 
el procedimiento administrativo, de acuerdo con el Artículo 87 de la Ley 1437 de 2011. 

Dada en Bogotá D.C, a los 	2 6 AGO 2014 

NOTIFÍQUESEYCÚMPLASE, 

ANA ARIA CODOR YUNIS 
Directora de Investigaciones Administrativas al Tránsito y Transporte 

Secretaría Distrital de Movilidad 

Sustanció: Laura Pedraza Cepeda 
Revisó: Patricia Amado Bautistd11 
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